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Los representantes 5. Congreso sometidos á juicio de
rebelión durante el período de la no inmunidad,

no están sujetos álajurisdicclón de los tribunales
militares, sino 5. la privativa de la Excma. Corte

Suprema conforme al artículo 2.9 de la ley nú-
mero 273.

DICTAMEN FISCAL PEDIDO l'()R [..—X $AÍ.,.X PRIVATIVA DE

PRIMERA INSTANCIA EN LA $()I.ICITL'I) PRESENTADA

.XN'I'IC ELLA PUR VARIOS (¡()X()RAHLICK RI€I'RISSICN'I“A.N-

THS PARA ºl'li SE AY()QI'IB EL CONOCIMIENTO DEL

JUICIOQUE SE LES SIGUE PUR REBELIÓN ANTE LA ZONA

MILITAR.

Excmo. Señor:

Los honorables representantes detenidos por
suponerse que están complicados en la rebelión
perpetrada en el mes que rige, solicitan que VE.
se avoque el conocimiento dela causa, previos los
trámites legales, que ellos indican en los siguien-
tes términos: promover y resolver la cuestión de
competencia, cosas en sí contradictorias.

_ La excepción de fuero competente abre dos
caminos: ó declinar de jurisdicción ante el juez
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que actúa, ó solicitar que el juez propio entable
competencia. Los reclamantes han adoptado 61
segundo, sin advertir que no es practicable en
este caso.

La contienda de competencia supone contro-
versia y por consiguiente juez que la dirima; si
VE. ha de promoverla faltará este juez. La ley
número 273 que se invoca, nada ha establecido
para el caso de competencia; más si declara que
VE. ejercela jurisdicción en último grado, si pues
no existe autoridad superior ni hay ley que fa—
cultc á VE. para dirimir su propia. cuestión, la
contienzla es legalmente imposible.

El Consejo de Oficiales Generales ejerce las
mismasfuncioncs de orden jurisdiccional )'cadmi-
nistrativo que correspondían al extinguido Con-
sejo Sup10mo de Guerra y Marina como 10 de-
clar¿ la ley citada; lasfunciones chE. según se
contiene en la parte considerativa de la misma,
son encaminadas á conservar la unidad del Po-
der judicial y están limitadas á lo expresamente
dispuesto en ella y cn la que lleva número 272;
no puede pues pretenderse que VE. haya de ejer-
cer Ias atribuciones que al Consejo corresponden
según el artículo 49 de su Código porque la ley
no 10 ha dispuesto así v porquebal de…“;¡r el…-
ciso lº, ha dejado subsistentes Ios demás como
extraños á la jurisdicci(m de VB.

Para qúc c1jucz se decida ¡¡ promover la com-
petencía exige la ley qu > uceptcpreviamcnte que
]ajurisdícción le corre5ponde; por mane 'a que si
él mismo ha de dirimir, no existe propiamente
controversialegítima, pues la decisión esta hecha
antes que aquella se inicie Para este caso la 1ev
civil dcclaraimpcdido alju7gador Nodebe, pues,
aceptarse procedimiento cont1ario á los princi-
pios de legislación, y por lo mismo que el caso
es anómalo y que existe medio legal de obtener
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el mismo resultado, es forzoso exigir ley expresa
que faculte á VE. El infrascrito es con5ecuente
con 10 opinado ya en caso análogo.

No existiendo precepto legal que autorice el
avocamíento solicitado, el acto de VB. que 10
aceptara sería arbitrario y el exhorto dirigido
al Juez de Zona, no fundado en ley, sólo tendría
el pre$tigio de la superioridad del mandato.

En fuerza de las razones expuestas el Fiscal
es de opinión que el recurso no procede. Así debe
declararse, salvo más ilustrado parecer.

Lima, 29 de mayo de 1908.

TORRE GONZÁLEZ.

AUTO DIC A YUCA MHCNT() I¿XI'ILI)IÍ)O POR LA SALA PRIVAT1VA

Lima, 2:10junío ¡lc 1908.

Vistos; atendiendo; ¿¡ que rcconocí<lu á la
Excma. Corte Suprema por la ley de 27 de octu-
bre de 1906 la jurisdicción en último grado en
losJuicios del fuero de guerra, y la especial de
conocer, orígniariamente en los que, correspon-
diendo al mismo fuero, Se sigan contra los repre-
sentantes 51 Congreso y otros altos funcionarios
no puede haber contienda de competencia de
fuero ójurisdíccíón; y .á que los recur1cntes no
reclaman del fuero de guerra á que están some-
tidos, sino únicamente de la gerarquía del juez
que en el mismo fuero debejuzgarlos en virtud
del carácter que invisten: con lo expuesto por el
señor Fiscal, yen observanc1a del artículo segun-
do de la referida ley de 27 de octubre de 1906:
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avócase este Tribunal el conocimiento del juicio
militar instaurado contralos representan tes don
José Carlos Bernales, don Alfredo de] Valle y don
Mariano Lino Cornejo; y de conformidad con 61
artículo 356 de] Cód¡go de Justicia Militar, pre-
véng¿-¡se al interior que está actuando en dicho
juicio, se abstenga de todo procedimiento y re-
mita los de lamateria, trascribiéndo$€ esta reso-
lución al Consejo de Oficiales Generales para su
Cumplimiento.

V¡llunucva.—l)iezszseco.——Corre((¿y chán.

César de Cárdenas.

OFICIO I)EI,_]EFIC DE LA ZI)N.X MILITAR, S()STÍ£NIENDO

SU COMPETENCIA

Lima, 4— dc junio de 1908.

Señor Presidente de la Excma. Corte Suprema.

Por comunicación diríorid(t pm VE. al Con-
scjo dr: ()ñcíales Generales, se ha hecho sa].'>er&
CStd jefatura de Zona el auto de la Sala Priva
tiva de Primera Instancia de esa Excma. Corte,
expedido á solicitud de los honorables represen-
tantes señores José Car]os Bernales, M. Lino
Cornejo y Alfredo del Valle, y por el cual pro—
mueve competencia 51 esta jefatura disponiendo
que se suspenda todo procedimiento.

El infrascrito, de acuerdo con el dictamen de
su Auditor ha expedido auto resolviendo soste-
ner su competencia para continuar conociendo
en el presentejuicío, y lo hace presente 51 VE. con
todos los respetos y consideraciones que se me-
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rece ese alto Tribunal, esperando de su rectitud,
que por las razones expuestas, que me es honro-
so trascribir, y con la serenidad que domina en
ese alto Tribunal, se sirva apartarse de la cues-
tión de competencia que ha promovido.

El dictamen y auto que en él ha recaído son
del tenor siguiente;

Nº 3,077.

Señor corone1jefe de Zona:

“Por acuerdo del Consejo de Oficiales Gene-
rales trascribe Su Presidente 51 US. el oñcío del
señor Presidente de la Excma. Corte Suprema,
fecha2, que le hace saber el auto expedido por la
Sala de Primera Instancia de esa Excma. Corte,
avocándose el conocimiento del juicio militar
inst(u1rnd<> contra el doctor don Augusto Du-
la…] ) <>11(>s ¡>(>1 rd>clí<>n y <>'l1(>s (1clít0— cn el
que estan cnm¡>1cndi<1<>s l<>s honor."Sll>h repre-
SCHL:…Les d<>n [ose C;ulos ]c'l…¡los, doctor don
Alilcal<> …: X EIHC _x' (1…tm (1011 Mzu'i;…<> Í,ín<>
Cornejo, previene á US. que su (U).<tcngál <1c [(>-
(10 procedimiento y remita los de la materia"

“Aunque en el auto trascrito se expresa como
fundamento de su resolución que por la ley de 27
de octubre de 1906, se ha reconocido á la Ex-
'ama. Corte Suprema la jurisdicción especial de
conocer originariamente en los juicios que co-
rrespondiendo al fuero de guer 'a se sigan contra
los representantes á Congresº y otros altos fun-
cionarios y se establezca que no puede haber
contie:1da de competencia de fuero óju1isdiccíón,
es un hecho que el requemmento que hace la Sala
de P¡ímera Instancia 1mpoxta promover áUS.
una competencia. Y debe fundadamente supo-
ucrse esto: p1i1nero, pmque siendo un hecho no-
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torio que en el juicio mandado iniciar el día 2 de
mayo, estaban comprendidos además de los ho-
norables representantes doctores Cornejo y Va-
lle )' señor Bernales, el honorable diput:ulo (lou
]u:m Durand )' el honorable senador doctor don
Ri ':(1'(10 L. Florez, la Excma. Corte Suprema no
se consideró competente para avocarsc, de ofi-
cio, su conocimiento como debería haberlo he-
cho; segundo, que ha sido necesario que tres de
los aludidos representantes se pr05cntar:m á ese
Supremo Tribunal pidiéndole entablar la com-
petencia, 10 que ha hecho sólo dcfiriendo 51 esa
solicitud ); tercero, que los recurrentes declina—
ron dejurisdicción :…te el juez instrucctor á fo-
jas 14… vuelta fojas 23, fojas 26 vuelta, fojas
193,f(>j:15 19'% vuelta )' 194, conformándose cl
hono1:.1hlc sen:u101 doctor Ilorez con 1:1jurisdic-
ción (la esta 701… ) cleclinándola sólo última—
mente el diputado don juan Durad, por recurso
que está en tr:unit:xción.”

“No ha considerado, pues, el Trihun:llSup1-e_
mo clar…t ]:: competencia que se le quier; atri
buir' :(l pxetender hoy avocarse el conocimien—
to delacausanocs:lplic:1h1c cl a1tículo 356, del
Codigº dejustícía Militar que se cita, más aún
t1atándose, no del juez ínstruct01 que depende

de Lº—. sino de US mismo que es quien cjcr ccju-
1isdicción ) cu)ac:1tegoría cst:'l cquip:u:((l:( 51 ld
de una (¿…te Supe¡ior, tanto pm la extensión
del…1sfuncioncs ) (lcl tc1¡ iLo1io en que l:ns ejerce
cuanto por 561 on la _ocr…1rquía (le lajustici:1 mi-
litar Snpc¡ior á la de los jueces instruct01cs que
son vcuia dcrosjueccs p1i ativos (le ])1¡men… ms—
tancí:(.

“Así, pues, considerando la S:11a de Primera
Instancia que debe conocerorigin:u*iamente cn el
presentejuicio; )' habiendo US. ordenado la for—
mación de causa bajo el mismo concepto en uso
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de la facultad que he acuerda elmciso 1º. del ar-
tículo 51 del Código de Justicia Militar hay un
verdadero patalcl1smo de funciones y po¡ consi—
guiente el requerimiento que contiene el auto re-
ferido es una verdadera competencia promovida
á US., porque se trata sólo de la diversidad de
gerarquía para el conocimiento de] mismo gra-
dojurisdíccíonal. Y que esa competencia cabe
entre Ios grados de la misma gerarquía está ex-
presamente reconocido en e] inciso 10 del artícu—
lo 18 del Reglamento de Tribunales al señalar
como una de Ias atribuciones de Ia Corte Supre-
ma, dirimir Ias competencias entre las Cortes y
juzgados; y en el inciso 29 del artículo 66 de la
Constitución cuando dispone que el Senado diri—
melas que se susciten entre Ias Cortes Superio-
rcñ y la Suprema y entre ésta y el Podef Ejecu—
tivo."

“Conan (“1 valor Iegal de] auto de 2 del mes
en curs<> (& unn Vcr(lzulcm competencia. el
auditor crcv (¡uv ('S. (¡cbc sostcncr que le corres-
ponde continuar c0n<>cícmln cn el inicio con ('X-
clusíón (lc toda otra autoridad _v contest…“ en
tal sentido al Tribunal requircntc. cm¡f<>rnw ¡¡
lo dispuesto en el inciso 4º. del artículo 359 (ch
Código dejusticia Militar. por las razones que
pasa 51 exponer.”

“Sostiene el ínfrascrito que ni por las dispo-
siciones pertinentes de la Constitución de1 Esta-
do, mi por las de] artículo 90 de] Código de jus—
ticia Militar derogado0 de la ley 273 que 10
1eemp1azó; ni, p01 último, por el espí1itu,_Gene-
ra] que informa nuestra legislación, pxoccdc en
c] presente caso el enjuiciamiento por la Excma.
Corte Suprema.”

“Es verdad que el artícu]o 90 del Código de
Justícia Mi1itar estableció, sin precisarépoca, que
la Sala de Guerra del Consejo Supremo de Gue—
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rra y Marina conocería originariamente de las
causas que se ínstruyeran pór delitos sujetos al
fuero de guerra que conu-tieran los senadores y
diputados; y que la ley 273, en su artículo 2º.
contiene igual disposic¡ón, de donde pretende de-
ducirse que los Senadores y diputados gozan de
este privilegio durante todo el tiempo que dure
su representación. Nada sin embargo es más
inexacto."

"El artículo 6º dela Constitución vigente es-
tablcce que en la República no se reconocen fue-
ros personales. Y aún cuando se sostiene lo con-
trario diciendo que no hay tal fuero tratándose
sólo de la gcrarquía del tribunal que debe juz-
gar á los diput<¡dos _x_' scnudo¡es, este argumen-
to no es sino deapancm… pmquc el fumo no
consiste en la *alidud del tribunal sino en am—
pliar la inmunidad del nun1croSo grupo de per-
sonas que componen ambas cáma1.15 ent¡e pm-
pietariosy suplentes que 110podrían ser en_jm-
cíudos … ¡nosos durante los seis años que duna
1<l representacion. '

”Ampliar la inmunidad delos rcprcntzmtcs 51
toda la época del año resultaríacontrario á la le-
tra y es;»íritu dc laConstitución de 1860, que en
su artículo 55 establece que los senadores y los
diputados no pueden serenjuíciadus ni presos sin
previa autorización del Congreso, desde un mes
antes de abrirse sus sesiones hasta un mes des—
pués de cerradas; no habiendo existido en el le-
gislador el propósito de extenderese plazo co-
mo se desprende del hecho (le que no pudiendo
Ser acusados ni presos. tampoco, los diputados
y senadores durante 01 tiempo de1recesodel Con-
greso sin autorizacíóndc la Comisión Permanen-
te del Cuerpo Legislativo, según el mismo artículo
55 al suprimirse esta comisión por la ley de 31
de agosto de 1874, los legisladores guardaron
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silencio sobre la acusación () prisión durante el
receso, no proveyeron nada al respecto,luego
limitaron la inmunidad al tiempo comprendido
desde un mes antes hasta un mes después.”

“Suponiendo sin conceder, que la mente de
los autores del Código de]usticia Militar y de la
ley 273, hubiera sido de ampliarla inmunidad
á todo el período de la representación, esas le—
yes carecerían de legalidad interna que consiste en
la conformidad de la ley con la Constitución del
Estado, que es laley suprema á la que deben su—
jetarse todas las demásy en tal caso ni el Códi-
go de]usticia Militar, ni la ley 273 pueden cum
plirse sino en la parte que se conforma con la
Constitución.”

“Pero hay una razón más para no dar im-
portancia al argumento sacado de la generali-
dad de la ley al hablar de los senadores y dipu—
tados sin rcfcrirsc á época determinada y es la
siguiente: el inciso 1”. del artículo 18 del Regla-
monto de Trilmnulcs (licc: “Son atribuciones de
lo Cmtc Suprema: Primcr,o c-ronmc de las cau—
sas criminales que se immen al [ residente de la
República, á los miembros de las Cámaras y á
los ministros de Estado. Sin embargo, desde
que se suprimió la comisión permanente del cuer—
po legislativo hasta la fecha, han trascurrido
34 años, sin que se le haya ocurrido á la Excma.
Corte Suprema avocarse el conocimiento de los
innumerablesjuicios miminales, por delitos co-
munes seguidos contra senadores y diputados
ni á éstos acoge1se ¿1 esa generalidad de la ley
para pedirle que promoviera competencia á los
juzgados inferiorés. ¿Por qué? porque eso era
contra¡¡0 á la Constitución del Estado; porque
era contrario alp1incipío de igualdad proclama-
do por el artículo 32 de dicha Constitución; por-
que era la creación de un fuero personal en favor
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de Ios representantes ¿'I Congreso. que habría
contribuido al desprestigio de éste.”

“Lajurísdíccíón militar vigente fundada en
las leyes y reconocida por la jurisprudencia es
de carácter real _v no persona1 y tiende más bien
51 destruir privilegios que la pueden ser odiosa y
antípátíca.”

“Hay más. La segunda parte del artícu]o 2º
de la ley 273 que conhcre ¿'I ]a Excma. Corte
Suprema conocer origínaríamcnte en las causas
sujetas al f1'1e10 de gue1m que se siga contra
los senadores y diputados dispone: “En la pro—
secución de esosjuícíos se observa¡án los trámi-
tes que corresponden ¡¡ los que se siguen contra
105 altos funcionarios del Estado pordclítos ofi-
ciales: pero se aplicarán las penas establecidas
en el Código de]ustícía Militar."

“¿Cuáles son esos trámites? Según 01 ar—
tículo (3—1— 6 inciso 1.º, artículo 66 de la Constitu—
ción y artículos 11 51 23 do la 16) (1028 de setiem-
bre de 1868; la declaración de habe; lugara fm—
macíón de causa por 0] Senado, en virtud de la
acusación que hace ante él la Cámara de Dipu-
tados.”

“¿De donde puede derivar su jurisdicción la
Excma. Corte Suprema? ¿Cuál sería el procedí-
míento que debería seguir?”

“Comoel artículo 2.º de la ley 27311amarca-
do como p¡ocedímícnto de estos iuícíos los trá-
mites que cor1csponden a los que se síº'ucn con-
tra los altos funciona¡íos dc] l)st:1do res¡11ta que
l1ar1e ser por delito cometido en el ejercicio del
cargo (artícu]o 54 de la Coustítncíón),con la de-
c]aratoría por el Senado: de haber lugar á for—
mación de causa 6 sea el juicio político previo
que no se ha pronunciado en el presente caso. "

“Así pues. de ningún modo podría empezar
á ejercer jurisdicción la Excma. Corte Suprema,
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pmque en el supuesto de llevarse ¿¡ efecto el avo-
camiento y careciendo de lajurisdicción por la
falta deljuicio político prévio, no podría expedi1
providencia alguna, quedando de hecho parali-
zado el procedimiento en la situación en que se
encuentra, aún con verdadero perjuicio de los
detenidos que continuarían en la misma condi-
ción, entre tanto que se reune el Congreso; siendo
este perjuicio tan eviden te que algunos de los de-
tenidos han sido puestos en libertad, la misma
que se puedeir concediendo ¿¡ aquellos cuya irres-
ponsabilidad vaya acreditándose.”

“Y no se diga que hay precedentes en cuanto
al procedimiento, porque ellos no son aceptables
por no estar apoyados en la ley,porque esos p1e-
cedentes que se ha dado en llamarjmisprudencia
de los tribunales militares, son verdaderos ejem-
plos y conforme al inciso lº del artículo 43 del
Código de Enjuiciamientos Cíví1,es ploh1b1do á
los¡1u…ccs_"iu'¿gzu pm (jcmplos: 3 porque esos pre-
cc<leutcs sicmlo contuuios 2112'11Lículo ()4— (le la
Constitucion 3 51121 103 de ¡csp0nsubilidnd (10 28
(10 Setiembre (lc 1868, …) pnu(lun servir de nor-
ma; ellos fueron rcsucltoscm1tra le3'cs cxprcsas
y no pueden ni deben seguirse.”

“Cree el ínfrascrito que el delito de rebelión
ysus conexos que sejuzgan no se han cometido
ni se pueden cometen en el ujercicio del cargo de
1ep1escntante, sino en czuácte1 particu en 3 que
por lo tanto US. ha procedido legalmente al
mandar organizar la instrucción, en uso de la
facultad que le confiere el inciso 1Q del artículo
51 del Código de Justicia Militar. Y cree que
US. no estabaimpedidodehacerlo, por el artículo
55 de la Constitución, por no haber estado den-
tro del término de la inmunidad y referirse él
simplemente al fuero parlamentario temporal,
no á la naturaleza del delito que sólo es priva-
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tivo cn el caso de infracciones cn el ejercicio de
las funciones del cargo y p1'évio el juicio po]ítico."

“Por último Ios honorables señores repre-
sentantes doctoxes V¿lle y Cornejo y señor Ber-
nales, han declinado dcjmísdiccion ante el _Íuz-
gado y después han ocurrido á la Excma. Corte
Suprema pidiendo que entable competencia. "

“Conformea las reglas generales de derecho,
consignadas en los ax tículos 353 359 y 374 del
Código de justicia Militar y 14— y 39 de] Códi<ro
de Enju.cíamientos Penal, todo aquel que ha sido
acusado ante un juez que él cree incompetente
tiene dos medios: 6 declinar de jurisdicción ante
él (¡ ocurrir á su juez propio para que promueva
la contienda de competencia."

“Como Ios dos procedimientos tienen 61 mis-
mo objeto, 6] uno excluye al otro, porque resul-
taría una implicancia e1 ejercicio simultáneo de
ellos, siendo como es una t1unítacíon completa-
mente diversa en uno y otro “(ISO. Interpuesta
una debe sustanciarse hasta su término, habien-
do podido evitarse esta situación 51 todas luces
ílc<f'll sí hul)íc'l. ['S. tenido la oportuníd:ul dc
íntmmzu ¡¡ l:1 Itxcm:t. Corte Suprcmzt sobre 111
círcunst:u1ciadc lu dcclín:1toriu propuesta por
los mismos quch:u1 ocurrido ante ella."

“Inhibirsc sin resolverse :…tc5 las excepciones
propuestas, sería ínfractorío ¿le la ley y es con-
veniente dejar constanc'a en este dictamen de
que no está expedita para los inculpados pedir
que se promueva conwetcncia, entre tanto que
sea resuelta por US. 151 cuestion jurisdiccional
propuesta por los mismos recurrentes bajo la
forma de dcclin:ttoría."

“Por cl mérito de las razones expuestas, pro-
pone el Auditor que con todo el :1':1t:lmicnto y
¡cspcto que SC debe ¿1 la Excma. Corte Suprema
se suv:1 I S. contestar á 11 Sa]:1 Prixutiv:1 que
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sostiene US. su competencia, esperando de ese
alto Tr1bunal que se servirá apartarse de la
cuestion de competencia 6 manifestar que insiste
en ella, como lo previene el inciso 5º del artículo
359 del Código de J_usticia Militar, á fin de pro-
ceder, en consecuencia, con arreglo á las leves.

Lima, 4 dejunío de 1908.

FERNÁNDEZ CONCHA.

“Vistos: de conformidad con eldíctamen que
precede, del señor Auditor de Guerra, y por los
fundamentos que aduce, acéptase la competen-
cia que promueve la Sala de Primera Instancia
privativa de la Excma. Corte Suprema y de con—
formidad con lo dispuesto en el inciso 49 del
artículº 359 del Código de Justicia Militar, con-
téstese á dicho Supremo Tribunal con todo el
respeto qu_c se merece que esta '/ona sostiene su
compatencia para continuar conociendo en el
presente juici<',> esperando de su rectitud que se
sí1va apaxtarse de la cuestion trasc¡íbíéndoselc
el expresado dictamen del Auditor, y auto¡izan-
do este auto el adjunto al relator secretario, que
Suscribe, por excusa del títular,doctor don Emi-
lio Castelar y Cobián.—Regístrese.——(ñrmado)
——IBARRA.—(ñrmado).—j08é ERÁUSQU1N.

Dios guarde á VE.

LU¡S I. IBARRA.
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DICTAMEN FISCAL RECAIDO EN EL ANTERIOR OFICIO

Excmo. Senor:

Con fecha 8 del que corre me fué pedida
vista en estos actuados, corriendo en ellos ¡a
que el Auditor de Guerra ha emitido al]cfc de
Zona á fojas 9; en ella se afirma que los hono-
rables representantes encausados han declinado
dejurísdíccíón y que el recurso está tramítándo-
se; el Fiscal habría caído en falta, si hubiese pro-
cedido sin consultar este antecedente y lo solicí-
tó el mismo día. Hoy regresan los autos é inme—
diatamente se absuelve el trámite, que no ofrece
dificultad.

No fué enteramente exacta la cita. Los ho-
norables señores Cornejo, Bernales y del Valle no
han interpuesto excepción: han dado explicación
de su negativa al declarar, cumpliendo deberes
de encausados y de personas educadas, ¡o que
no puede estimarse como solicitud de inhibición,
con el pedimento de que sea tramitada y decidí-
da. Quien ha hecho esto es el honorable señor
Durand, scvún consta ¿¡ fojas 25; v como sea una
6 muchas las personas queººozan jurisdicción es-
pecial, el resultado es el mismo arrastrando á
sus codelíncuentes con su fuero, debe conside-
rarse que en realidad pende de resolución la de—
clinatoría.

Esta solicitud tiene fecha 23 de mayo y su
tramitación no ha podido avanzar, porque está
sujeta ¿¡ lo dispuesto en el artículo 508 del Có-
digo Militar. Es. pues, hecho comprobado que
al expedir VE. su auto de 2 del que rige, prºve-
yendo á la solicitud de contienda de competen-
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cia de los honorables detenidos, estaba pendien-
te la declinatoria y que por ambos modos se
ejercitaba la excepción de fuero competente. Es-
ta situación es sustancialmente distinta á la que
VE. podía contemplar teniendo á Ia vista sólo
lo actuado hasta fojas 5, y hoy se presenta la
misma cuestión, bajo nuevo aspecto, por haber—
se completado los antecedentes; de donde se de-
duce la necesidad de revisar el asunto, retrotra-
yendo su examen al estado de la indicada foja…

Tramítándose la deblinatoría, era inacepta-
ble el recurso de competencia, porque encamina-
das al mismo fin, resulta implicancia entre las
dos acciones, pudiendo resultar, si fuera permí—
tido ejercítarlas, resoluciones contradictorias,
ya se interpusieran simultáneamente, ya de se-
guida, y así podía suceder que se resolviera en
y en contra lajurísdicción del juez en el mismo
pr0pmceso.

VE. ha resuelto ya este punto. Acusado un
prefecto cesante de _Iunin. por delitos cometidos
en ejercicio (lc sus funciones. declinó (lc jurisdic-
ción ante la Iltma. Corte. y cstandola excepción
por resolver, acudió al Consejo Supremo de Gue-
rra para que entabla 'a contienda (le competen-
cia. Exhortada la Corte, creyó que la contienda
sería posible, una vez resaelta la declinatoría;
no opinó lo mismo el señor Fiscal doctor Cavero
y fué de queja ante VE. El au to de 7 de noviem—
bre de 1901 le dió la razón. En idéntico sentido
fallóel mísmoConseio Supremo de Guerra. en dos
instancias, presidiendo una sala el doctor Solary
la otra los señores Jiménez y Castellanos. El se-
ñor Dr. Cavero se expresa así: “Las excepciones
declinatorías pendientes no deben cortarse exa-
brupto; deben sustancíarse y decidirse, por el con-
trario, conforme á los trámites que e1 Código de

' Procedimientos ha establecido y desde ese punto
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de vista. US. I. resolverá de hecho con festína-
ción de trámites esenciales, cuya omíéíón apare-
ja nulidad y aún responsabilidad, artículos de
jurisdicción que se hallan apenas en estado de
prueba sea que cediese ó se negase al requeri-
miento de inhibición del Conseío Supremo de
Guerra y Marina. Por eso debe US. I. limitarse
á contestarque, no estando expedita la vía para
promover competencia, por haberse hecho uso
de la declinatoría, no le es dado, sin Hagrante
violación de la ley, ni ínhibirse, mientras las ex-
cepciones deducidas no se encuentren en estado
de resolverse, ni contender con 1ajurísdicción mí-
litar. El único temperamento que se concilia con
el derecho procesal y con la independencia de
US. I., en el ejercicio de sus atribuciones pecu-
liares, es decidir el conflicto jurisdiccional que
ocurre, bajo la forma declinatoria que le promo-
vió el mismo acusado".

No es necesario insistir más sobre este punto-
Por la ley y por la jurisprudencia de los tribu-
nales, es indudable que el juez á quien se invita
á abrir competencia no puede proceder, en nin-
gún sentido, cuando se está — tramitando excep-
ción de fuero. porque es la misma cuestión que
se pretende situar á la vez ante distintos magís-
trados. Sí VE. hubiese conocido, antes de pro-
nunciar su au to de 2 del corriente, que tal ímpe—
dímento existiera, debe suponerse que no lo
hubiese pronunciado; hoy que la situación ver-
dadera deljuzgamiento le es conocida, ha de ad—
vertir que cambia el estado de la cuestión y que
tal antecedente impone la ínsubsistencía.

La causalexpuesta no es la única que obligue
á proceder así: igual fuerza hay en considerar que
el avocamíento no tiene fundamento legal algu-
no. El artículo 356 del Código de Justícia Mili-
tar invocado, es la consecuencia necesaria de la '
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supremacía del Consejo; fué dictado por la nece-
sidad de sostener, en este caso de divergencia
jurisdiccional la independencia y carácter supre-
mo que son índole del Código; por manera que,
desapareciendo tal condición de supremacía, por
haberse colocado al Consejo en el orden cons—
titucional de dependencia, en que se encuentran
todos los tribunales, quedaba suprimida esta.
atribución del artículo 356, propia únicamente
del estado anterior. Supremo el Consejo, con
nadie podía disputar facultades, porque faltaba
quien resolviera la controversia; no siendo Su—
premo, estaba VE. como superior, llamado á
dirimir. Es, pues, indudable, que el artículo na-
ció con la supremacía y desapareció cºn ella.

VE. no ha podido usar la facultad que él
contenía por tres razones: la primera por falta
de poder para hacer revivir disposición deroga—
da; la segunda por ser ésta inoñciosa, desde que
colocado el Consejo bajo su dependencia, la ex-
ccpción puede terminar ya, legalmente; la. terce—
m porque ni en éste ni en ningún otro caso, la
Excma. Corte Suprcm:1cstá llamada :'1 ser susti-
tuto (lclcxtíngui(lo ConsqjoSuprcmo <lc (iucrrzl.

De estas tres causales de iusubsistcucia sólo
la última exige alguna explicación: las dos pri-
meras se prueban enunciándolas.

No ha querido la ley que subsista el Consejo
Supremo de Guerra, encarnado en la Excma.
Corte Suprema, sino que se restablezca el orden
constitucional, que ha establecido un tribunal
como término y razón última de todos los nego-
ciosjudiciales y por lo mismo único. Antes que
la dualidad se estableciera, VE. juzgaba á los
funcionarios que el artículo 64— de la Constitu—
ción señala, según el artículo Sº del Código de
Enjuiciamientos Penal, ampliado por la ley del
96; esta atribución fué perdida por el errado
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propósito de iurísdíccíón privativa independien-
te; la ley de 1906 que la devuelve& VE.110 alte-
ra sus funciones prop1as, sino que las restablece.

Estas observaciones no son inoñcíosas. En
la solicitud de contienda de competencia, con
que este expediente principia, se afirma que VE.
ha sustituido al Consejo de Guerra. que debe
cumplir el artículo 104 del Código Militar, que
1a5ala Prívatíva. hace veces de Sala de Gue-
rra y el vocal menos antiguo será juez instruc
tor, etc.; por manc¡a que este señor pierde el vo-
to, no es ya verdade… miembxo de sala. lodo
erróneo: según la ley nueva, el procedimiento es-
tá marcado por el artículo 3 de la ley del 68; y
una vez llenados estos trámites, continúan los
que están prescritos para toda “¿musa de oficio.
Fué su objeto, expresamente declarado, resta-
blecer la unídadc()nstítucíonaldecstc Poder Pú-
blico, no el dar atribuciones nuevas á VE.; por
esta razón el juzgamiento de los delitos oficiales
de los altos funcionarios corresponde á VE., …;
por la ley de 1906, sino porque vuelve á imperar
el régimen del artículo 64 de la Constitución y
leyes que son Su consecuencia.

Así el avocamícnto de hecho, que por la pri-
mcra causal resulta ínfundado, por la segunda
es proceder violento é inconstitucional.VE.10
ha adoptado bajo el falso supuesto en que la
cuestión fué presentada, por autos diminutos;
completados éstos, el estado de la cuestión cam—
bia y será posible atender á su solución confor—
me á ley.

Por lo expuesto arriba, el camino legal exi-
ge nuevo pronunciamiento; pero lajurísdíccíón
de VB. 110 está expedita. De dos cosas una: 6
los reclamantes gozan de fuero, ó no 10 tienen;
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si lo primero, VE. ha de conocer originariamen-
te del juicio, previa declaración de haber lugar
á formación de causa; si 10 segundo, VE. sólo
conocerá por recurso extraordinario; más como
esa dec1aratoria no se ha pronunciado, ni llega
el caso de nulidad, VE. carece de jurisdicción
por ahora.

Los reclamantes pretenden que para los de-
litos cometidos en ejercicio de funciones, se re-
quiere la declaratoria del Senado, mas no cuan-
do la materia cºnsiste en delitos comunes. Pres-
cíndíremos de la implicancia que de esta confe-
sión resulta, para tratar de ella en la tercera
parte de este dictamen; por e] momento nos lí-
mitaremos á decir que la ley no hace tal distin-
ción, y que así como los encausados apoyan su
pxívilegio en que la ley habla generalmente de
delitos militares, sin exceptuar, as1prescríbe trá-
mites igua1es para estosjuícíos sin distinguir.

El artículo 2º. de la ley 273 tiene dos par-
tcs: la primera devuelve ¿1 VI'). la facultad de
juzgar ¡¡ los senadores y diputzulos, como 21 los
demás altos funcionarios; la segunda prescribe
la obscr nm»… de los trámites con que éstos son
juzgados; VE. no puede tomar una parte y pres-
cindir de la otra. Si los encausados creen que
están comp¡endídos en la primera parte, no es
lícito que pretendan nuevo privilegio, eludiendo
la observancia de La segunda.

Se ha argííído contraesta prescripción legal,
diciendo que los trámites del juzgamiento de los
altos funcionarios son los posteriores á la de-
c1aratoría del Senado. porque antes no hayjuí-
cio y la ley habla de él. Aunque el Fiscal se pro-
pone cºnsultar todos los alegatos, desearía pres-
cindir del citado, porque carece de seriedad.

No hay diferencia entre el procedimiento se-
guido para toda causa de oficio y la de un alto
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funcionario, sino precisamente en esejuicío pre-
liminar, que describe la le) de2¿8 de setiembre
de 1868. No es esta afirmación simple; ¡a plác-
tica invariable está conforme con el artículo 95
del Re<rlamentodc'l“ribunalcs Sección Adicional,
que p1"esmíbe la igualdad, desde que el Senado
se pronun.1a Siendo esto así consistícndo la
diferencia en la inter vención del Excmo. Congre-
so, Sólo ¿'I ella ha podido referirse la ley citada.

Esta intervención es exigida por el Código
Militar. El artículo 90, en que los acusados se
apoyan para reclamar la jurisdicción de VE.,
dice: “Para el enjuiciamiento de los senadores

diputados se rccaba 'á prévizuncntc la acusa-
ción de lu Cámaradc Diputadosy la declaración
del Senado de haber lugar ¿1 fm'mación de cau-
sa.” Otra vez se pretende el privilegio de que
este artíulo sólo rija en lo que conviene.

Veamos antecedentes en la misma Secreta-
ría de Cámara dela Excma. Corte.

Por consecuencia del triunfo obtenido por la
Coalición fueron condenados los actos del régi-
men anterior; la ley dada al efecto dispuso exi-
<rirjurlicialmentc la responsz¡l)ili(l ad de! gabine-
te _]1mencz, más fué [)1€Cí$() llcn(u l(ls formulida-
des presc¡it¿s por los (utículos 11 ) si<fuicntes
delId de!.)8 de setiembre del (38 p(u(([ que cljui-
cio se inst(mrara.

Pendiente cstcjuicio, se dió Icy especial orde-
nando que cn ¿] fueran comprendidos los gene-
rales Cácexcs ) Bo¡goño; comunicado este espe-
cial ) directo mandato VE. rcsolv¡ó que no lo po-
(1í(l cumpli¡ , ponque …oculc¡¡(l ilegalmente, mien-
tras la Excma. Cámara de Diputados no apro-
bara la acusación y el Excmo. Senado no hubie-
sc dcc1¿rado h: lb(.l' lugar (1 formación de "tusa.

Dmantc el 5Lquito del mismo p10LCS<) pl€'
tendió el Supero Gohiemo que se compru1díe-
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ra en el juzgamiento á los Señores que habían
servido á los citados generales, como ministros;
VE. se negó con igual fundamento.

Autorizaron estas resoluciones los señores
Vocales Espinosa, Corso, Lama y Arias. Fue-
ron favorables las opiniones de los señores Fis-
cales Araníbar y Arbayza y la del adjunto doc-
tor Távara.

Dice el doctor Araníbar: “Es un hecho no-
torio que la Honorable Cámara de Diputados no
ha entablado acusación alguna ante el Senado,
ni contra el segundo Vice—Presidenfe que se en-
cargó de la Presidencia déla República, coronel
don Just1m¿no Borgoño, ni contra ninguno de
de los que le sirvieron como ministros ni tampo-
co contra ninguno de los ministros que forma-
ron los gabinetes del gobierno que presidiera el
general don Andrés A. Cáceres. '

"Este es el hecho; y por consiguiente que no
sido cumplido lo pxescúto en los artículos 64— y
(… (lc 1:1Czut x I*uu(lzmmntul.

”No pllc(]€ cscomlcrsc al criterio de ningún
jurista, (¡llc si esos rcquisitros ¡… han sido cum—

plidns, la jurisdicción de VB. …) está expedita.
Si pues aún mediaudo mandato del Congre-

so para enjuiciar, VE. ha creído indispensable
la declaratoria del Excmo. Senado, no se conci-
be razón que pudiera autoriza1 á prescindir de
ella en el caso presente.

1ero son aún de mayor fuerza dos ejemplos
de reciente data, porque se han reali7ado en ple-
na vigencia del Código de Justicia Militar, m0-
diñcado ya por las leyes 272 y 273.

Pendían ante el Supremo Consejo de Guerra
dos cansas, seguida la una contra un honorable
diputado delNo¡teyotros, por desacato á la au-
to¡¡dad, la 0t¡a contra un honorable diputado
del Centro, por faltamientoála policía. Tramita-
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daslas prineípalesdiligencias del sumario, fueron
promulgadas las leyes de octubre de 1906, y en
obedecímíentoá ellas pasaron estas causas al co-
nocimiento de VB. Corrida vista el señorFiscal
dijo: ...............................................................

“Ahora bien, el procedimiento ¿¡ que deben
sujetarse los juicios contra los altos funciona-
ríos del Estada, por delitos oficiales, está deta-
llado en el capítulo tercero de la ley de 28 de se-
tiembre de 1868 que se ocupa de la manera de
hacer efectiva la responsabilidad de los funcio-
narios públicos designados en el artículo 64 de
la Constitución.”

”Conforme 51 ese procedimiento debe, pues,
seguirse la presente causa, iniciada ante el Con-
sejo Supremo de Guerra contra el diputado su-
plente por la provincia de ...... don ....... por fal-
tamientoá la policía, á mérito del parte del Sub—
prefecto de aquella provincia, que original corre
á fojas 3 del cuaderno agregado y,por 10 tanto
él eeejuzgamiento debe preceder la declaración
de “haber lugar á formación de causa," hecha
por el Senado, cumplidas que sean las forma]i-
dades indicadas en los artículos 11 á,12ínclusí-
ve, de la ley de responsabilidad antes recordada."

Como la denuncia del delito ha partido de
una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo,
es él este poder [1 quien compete formular ante la
Cámara de Diputados la petición escrita de que
se ocupa e] primero de los precitados artículos.”

“En mérito de las anteriores 00nsíderacío-
nes, el Fiscal es de parecer que VE. se sirva dis-
poner que este expediente sea enviado al señor
Ministro de Gobierno y Policía para que, sí lo
tiene si bien, acu5c al diputado suplente por la
provincia de ................don ................. ante la Cá-
mara de Diputados. ——'Salvo mejor aCuerd0.—
Líma, 21 dejunío (le 1907.——CALLE.”
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VE. pronunció el auto que copio:

“Lima, 9 de julio de 1907.—Vistosz de con-
formidad con 10 dictaminado por el señor Fis-
cal, mandaron se remitan estos actuados al Mi-
nisterio de Gobierno y Policía, para los efectos á
que se reñere el señor Fiscal.—Villanueva.—Gar
cía.—Arbayza.” '

Ningún motivo hay, ninguna razón lo excu-
saría, para proceder hoy de distinta manera. Si
Se tratara de fuero,VE.estaría obligadoá copiar
el auto trascríto.

Más no consiste la dificultad en que lajuris-
dicción no está aún expedita, sino que VE. care-
ce de la privativa, porque no es caso de fuero.

Es indispensable para el Fiscal infrascrito
extender su dictamen al fondo de la cuestión,
primero como explicación del silencio guardado
sobre las pretenciones de los detenidos, y segun-
(lo _v princípzllmcntc, porque habiéndoseocupzulo
en estas cucstionc.< incuicntalcs, purlicra supo—
ncrsc que admite la existencia (lc tul privilegio
en los un 'auszu.loS y (lc la consiguiente jurisdic-
ción en VB.

Antes que VE. fuese despojado de sus atri-
buciones constitucionales, la ley era el artículo
5º. de] Código de Enjuiciamientos Pena], am-
pliado por la de 3 de octubre del 96. Esta
ley, repitiendo las palabras del Código y de con-
formidad con todas las expedidas, desde que la
Constitución del 56 suprimió el fuero personal,
acuerda á VE. lajurisdicción privativa sólo para.
los que “individual 6 colectivamente delincan en
el ejercicio de sus fnciones.” VE. no podía ejercer
esta jurisdicción sino para los delitos oñciales,
hasta que el Código de Justicia Militar fué pro-
mulgado; ¿porque éste omite la advertencia se
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entenderá suprimida y por tanto extendido el
privilegio 51 todo delito militar? Ningún princi—
pio de derecho permite entenderlo así.

Veamos las consecuencias: como la citada
ley de 3 de octubre de 98 está en vigor, ha de
resultar que VE. no puede conocer de los delitos
que los honorables representantes cometicren
individual 6 colectivamente si no los ¡radican
en ejercicio de funciones; más los mismos he—
chos, aunque fueren delitos extraños á la fun—
cion oficial, caerán bajo lajurisdicdón privativa
si por cualquier motivo se ¡'es dicre carácter de
militares. Un honorable diputado comete homi-
cidio contra cualquiera persona, aunque sea
otro diputado, y no estando comprendidº en
el artículo 5.0 del Código de Enjuiciamientos
Penal, será juzgado por juez de primera ins—
tancia; más si el víctímado fncscun policía 6
siquiera se insultara á éste, VE. será el juez. No
se alcanza la razón de esta absurda diferencia.

Si las disposicionesch Código Militar hubic_-
ren de ser entendidas así, es indudable que el
fuero personal habría revivido.

Cuando éste existía, todo delito cometido
por militar 6 por clérigo era reservado al juzga-
do militar 6 eclesiástico; por la Constitución del
56 no se al)ulicron estos juzgados, úni "amente
se exige la calidad del hecho, prescindiendo de la
persona. Antes bastaba que el autor fuera milí-
tar () clérigo; hoy se exige que el delito pertenez-
ca á una ú otra cz-ulííi -zu-ión. La diferencia es bien
mar -zu.la y el sencillo ejemplo guía con bastante
luz, para distinguir entre el fuero real y el perso-
nal. No hay para que averiguar si el autor es
diputado; lo que importa saber es si el hecho fué
() no cometido en funciones legislativas. Si has—
tara la circunstancia de que el autor sea repre—
sentante, para reclamar fuero, es innegable que
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éste seguiría á la persona, no al hecho. Y como,
del 56 acá, nadie pretende que 10 juzguen jueces
especiales por sólo la circunstancia personal de
poseer empleo, resultarían los representantes
en la odiosa condición de clase privilegiada.

Se arguye que no hay fuero sino gerarquía;
se propone el ejemplo del coronel, que por 'su
ascenso á general tiene nuevos jueces y se dice
que con la pérdida del empleo se pierde el fuero.
Lo primero esjuego de palabras: fuero es el dere-
choa ser juzgado por taljuez; 51 se reclamajuez,
se eje1ce la acción de fuero competente. La disci-
cíplína y obediencia militar exigen que el inferior
nojuzgue al Superior, yesto conviene con la con-
dición de imparcialidad que debe exigirse en los
jueces; sí_ el juez no es militar, el ascenso nada
significa; así el argumento nada prueba. En
cuanto á lo tercero, importa un error: bajo la.
idea de fuero personal, no es extraño aceptar que
el cambio de situación en el autor cause pérdida
del fuero, para los hechos pasados; atendiendo
al fuero reai hay que pensar lo contrario. Ejem-
plo concluyente para este caso _v para lo general
de la cuestión nos presenta el Código de Enjui-
ciamientos Civil: sí unjucz de paz ejerce función
de primera instancia. será juzgado comojuez de
este grado, por los delitos que como tal cometíere,
y aunque el hecho sea aislado y la función tran-
sítoria, como los casos déprevención, el juez sérá
siempre la Corte; porque no se juzganactos de la
personaqueejerce el cargo sino actos, consecuen-
cia del ejercicio del cargo.

Siempre está, pues, la estimación del hecho-
en sí, solo y por 10 que á él se refiere, como prin-
cipio y base de la jurisdicción. Solamente así
pueden ser Cumplidºs con fidelidad los principios
constitucionales, que proclaman “no haber en la
República fueros personales, y que podrán es_ta—
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blecerse 1eyes especiales, porque lo requiera la na.—
turaleza de los objetos, pero no por sólo la diferen-
cia de personas. Estas reglas más que garantías
son consecuencia del sistema político adoptado
y no pueden dejarde subsistir, mientras él no sea
cambiado; por lo mismo exigen exacta obser-
vancía y¿nadie puede ser permitido reclamar
fuero, como anexo al empleo, llámese represen—
tante, ministro 6 Presidente de la República,
porque siempre será forzoso distinguir entre los
actos del individuo y los de la autoridad, si el
fuero personal ha muerto realmente, si la igual—
dad ante la lc_v no es sólo para los pequeños.

Según el artículo 64— de la Constitución, co-
rre5poude á la Cámara de Diputados acusar
ante el Senado á los miembros de ambas Cá ma-
ras, entre otros, por infracciones de la Constitu-
ción y por todo delito cometido en el ejercicio de
sus funciones. Sí, como se ha visto, la declara-
toria del Senado es indispensable para eljuzga-
miento, tambión lo es que el delito sea cometido
en “ejercicio de funciones". que bien 01aro lo di-
ce el artículo; luego es ínoñcioso discutir sobre
este particular y no es admisible que mientras tal
regla subsista, se hable de otras leyes, que ante
ellanolo son, porelmismo hecho de contraríarla.

Esta consideración obliga al Fiscal á poner
término al dictamen; no sin recordar que el ar-
tícu10 54 de la Carta proclama 1a inviolabilidad
de los honorables representantes, más siempre
como representantes en ejercicio de Sus 121nci0-
nes, no por la posibilidad de ejercerlas. Es esto
lo que el buen servicio de la República exige,
para el cual lajurisdíccíón privativa, que no se
funde en la exigencia de conocimientos especiales
no podrá ser mirada sino como rezago de un
sistema que ha caducado definitivamente en
América.
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Por lo expuesto debe VE. declarar ínsubsís-
tente el auto de 2 de junio é ínhibirse en el cono-
cimiento de esta causa, de la que sólo puede co-
nocer porjurísdicción extraordinaria; salvo más
ilustrado parecer.

Chorrillos, él 18 de junio de 1908.

TORRE GONZÁLEZ.

AUTO DE LA SALA PRIVATIVA, ORDENANDO LA REMISIÓN

DE LO ACTUADO Á LA SEGUNDA SALA DE LA EXCMA-

CORTE SUPREMA, PARA QUE DIRIMA LA COMPETENCIA.

Lima, 6 de julio de 1908.

Autos y vistos; atendiendo: á que, al pres-
cribir el artículo 2.0 de la ley 273 de 27 de octu-
bre de 1906, que el Tribunal Supremo conozca
originariamente de los juicios seguidos contra
los representantes á Congreso y otros altos fun—
cíonarios públicos, por delitos sujetos al fuero
de guerra, no limitó esa atribución á los que di-
chos funcionarios pudieran perpetrar contra las
leyes militares en ejercicio de sus funciones ofi
ciales, dejando en consecuencia, expedita laju—
risdiccíón de la Excma_. Corte, para que entien-
da en los referidos juicios sea que los delitos se
realicen con ocasión del cumplimiento de debe-
res del cargo 6 independientemente de ellos; á
que, al prebeptuarse en la segunda parte del ar-
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tículo acotado que en la prosecución de estos
juicios, que son los del fuero de guerra por deli-
tos perpetrados por los altos funcionarios se
observen los trámites que corresponden á los
que se siguen contra ellos, por delitos oficiales,
se establece con más claridad qúe aquellos son
extraños 6 independientes del ejercicio de las
funciones públicas y confirma la amplitud de la
jurisdicción del Su0remo Tríbunai, para eljuz-
gamíento de unos y otros; ¿1 que careciendo de
objeto que la ley deJuicios militares promulgada
en 1898 conñríera ála Fxcma. Corte Suprema la
facultad dejuzgara los altos funcionan¡os de que
se trata, por los delitos cometidos en el ejercicio
de sus func10nes puesto que tal facultad le estaba
señalada desde 1855 en el Reglamento de T¡íbu-
n,ales y en la ley de 3 de octub1ede 1896 sea cual
fuere la naturaleza de esos delitos, la disposi-
ción contenida en el artículo 90 de la expresada
_ley, sustituida en la parte respectiva, con el ar-
tículo 2.º de la 273, no puede referirse sino ¿1 de-
litos distintos de aquellos; á que los mismos pre-
cedentes traídos á referencia en el dictamen del
señor Fiscal, demuestran que la jurisdicción prí-
vatíva de este Tribunal, es la expedita en este
caso, como 10 fué en aquellos, desde que á él se
le remitieron los respectivos procesos, por el ex-
tinguido Consejo Supremo de Guerra y Marina,
en observancia de las leyes de octubre de 1906;
á que en virtud de las consideraciones que ante-
ceden y á solicitud de los representantes á Con-
greso don ]. Carlos Bernales, doctor Alfredo de)
Valle y doctor Mariano Lino Cornejo, se expidió
el auto de 2 dejunio último, de fojas 6, avocán—
dose esta Sala el conocimiento del juicio militar
instaurado contra ellos por la Zona, á causa de
la rebelión encabezada por el doctorAugusto Du-
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rand; á que el Jefe de dicha Zona ha resistido al
cumplimiento de aquella disposición alegando
por su oficio de fºjas 9, que le corresponde el
enunciado enjuiciamiento creando así una con-
tienda de competencia, á que no obstante la
forma irregular en que se ha plant *::do la cues—
tión se le ha dado origen en la primera instan-
cia deljuicio y es indispensable solucionarla pa-
ra normalizar el procedimiento y dejar expedi-
ta la acción de la justicia por no ser conforme
con las leyes imponer jurisdicción que ha sido
objetada; á que de las cºpias pedidas corrientes
á fojas 30 y 54— aparece que si bien el diputado
don Juan Durand interpuso :lnte la Zona excep-
ción declinatoria de jurisdicción, por su recurso
de 23 de mayo, se desistió de ella con fecha 22
de junio último. por haber sido reservadayadhi—
riéndose á la solicitud de los otros representan-
tes Rcrn:dcs. Cornejo _v de] Valle de fojas mm.
s<)l)1'c Q:)HIIK”L'CIICiZIZ :': (¡nc CSLC LIL'sislílnícntn ]…
<iLl() también 1'c<01'x':u'10 CUH Cl ::11tL'LL'L1LHtC 1'c
cms… 1): u": ¡(1:11 ¡):Ll:l€í:>|1 :: l:l C(Jl'ltitll(lál (1L'LL)…-
¡)LtLHL1::… .<L“u|. LX¡»1LS…HL'ML* lo ¡11:111111L'st : el
Auditor en su Llicttamen (le 24 del mismo mes de
junio, corricnt :'1 fojas 54— welta ) en cu_ 'a con
formidad q_t_1edó resuelto ese punto por p10vi-
dencia deº..5 del citado mes dejunio, y :'1 que no
tratándoa por ahora, de 10x procednmentos pe-
culia¡es al juicio sino únic:unente de la jurisdic—
ción del juez ó tribunal que debe seguirlo, son
inoportunos los argumentos que al respecto se
han formulado. Con lo expuesto por el señor
Fiscal no ha lugar 51 la insubsistencia propuesta
en su dictamen y remítanse estos actuados á la
Excma. Corte Suprema á quien en observancia
de la ley Nº 272 de 27 de octubre de 1906, co-
rresponde dirimir la competencia entablada;
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trascribiéndose esta resolución al Jefe de Zona
por el conducto rcspect1vo para que á su vez
eleve los que le respectan.

Villanueva.—Diez Canseco.— Correa y Ve-
¡

yan.

César de Cárdenas.

APELACIÓN INTERPUESTA POR EL SESIOR FISCAL

Excmo. Señor:

Aunque el auto que se notifica en este mo-
mento, imp_orta en realidad la insuhsistencia del
de 2 deJunio, el nuevo giro que él da'a Ia cues-
tión competencia es igualmente violatorio de la
Constitución y contrario á las 1eyes. Crée este
Ministerio que la jurisdicción especial. en este
caso, es facultad que éstas no acuerdan y que
aquella prohibe,y por tanto el auto es nulo; en
consecuencia apela de él.

VE. se ha de servir conceder la apelación en
ambos efectos.

Lima, 7 dejulio de 1908.

TORRE GONZÁLES.

También interpusieron apelación del auto
an tenor los representantes emu1c1ados, denegan-
do la Sala ambas: la primera por contraerse el
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auto apelado al punto prévio de la competencia
que debía dirimir la Excma. Corte Suprema; y la
segunda por no ser los representantes parte en
elJuicio, por lo cual éstos solicitaron copias pa-
ra interponer queja ante la Sala Privativa de
Segunda Instancia.

EXPOSICIÓN HECHA POR EL SEñ0R FISCAL Á LA SALA DE
SEGUNDA INSTANCIA CON MOTIVO DEL RECURSO DE
QUEJA.

Excmo. Señor:

At_mque 1a apelación interpuesta por este Mi-
misterio es procedente, porque elapelado resuc1
vc cl i¡v¡dcntc de incompetencia, ptopuest0 y
sostenido unit…mcmentc en todas sus alegacio-
nes, cl susc1ito p1chrió no usare] ¡ecmso (IL- que-
ja; (1Lsoxcndo el estímulo con que las com íL-Lio-
nes zu¡znigadas agitan pa… su (letL-,nsa pmque
ha temido que la pe¡sistenciaen cumplir el debe1
se estimara apasionamiento ó pertinencia; mas
notificado anoche con la providencia de copias,
por la queja de los detenidos. no debe consentir
en que la Sala de Segunda Instancia resuelva
con autos diminutos en los cuales falta la voz
del representante de la ley. En consecuencia.
pide que las cºpias se completen, de modo que
sólo quede excluido el incidente de libe1tad de
los detenidos, porque es lo único impe1tinente.

Con el mismo propósito de hacen luz, pide el
Fiscal que la Sala de segunda instancia tome
en consideración á la vez las observaciones si-
guientes:
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No es pos:ble :1phc:u unalc_v en sent1do opues-
to :11 En que ella se …opone. El Código de Jus-
tícia M¡]it:uº fué expedido ])2llfl1)100111'2l1 1:1pidcz
y severidad mayor en I:: represión de ciertos dc-
litos, tanto que p:'l:L aprovechar de estas vcn—
taj:ls Fuc¡<m incluídos en la m:1te¡i:t justíci:1blc
actos cxtr:mos ul oxdcn militar, como el saltea-
miento y muchos otros C()lllpl'€lllli(]08 cn los :L¡'-
ticulos 11 :'1 13, va pues contra este espíritu,
causa determinante de la ley, hacer los trámites
más pes(ados y ]:Ltos, como ha de resultar reco-
nociendoju¡ís<licción especial, Fue1:1dclos actos
de servicio.

Si el Lic'rcito () parte (IC él se encuentra Ln
campana ) oc…ren (1Llitos milit:ues, cl Có<lí<fo
p¡"owcL:'l esta HCLCS¡(]II(1 cxt1"',:undin:uiu hélCiCll—
do ¡…is 1:'1pídos aún los p¡occ<limicntos ) :un-
pli:…do lu)…is:liuion de los 1cspons:1bks de la
diSciplinu y éxito do la campaña, según se con—
tiene cn el libro liº, parte 3º' Supóng:tse que el
militar, principal delincuente, vs :'1 la vez rcprc—
scnt:mtc :'1 Congreso como Cl jefe (le batallón que
se rel>cl:1 con su L'ucr1)o—--¿cu:íl se ':'1 la situación
del cmn:md:mte Ln jefe, obligadlo :'1 respetar la
ju¡isdiLción cspvcial dL Vii. y [:L declaratoria
pxevia dL las C:í¡11aras, desde Locumba ó juli, ú
ot10 p:L(l:je :lp:utado? ¿Dívidi:'l acaso la con
tinencia de la causa, dejando impune al autor
principal? Mientras tanto, el ordeny morali-
dad de sus tropas, el éxito de su misión, quizás
la salvación de la patria, dependen de la celeri-
dad con que proceda, y el Código Militar, que
debiera ser su arma salvadora, queda converti-
do en insuperable obstáculo por pretender ab-
surdo privilegio, que no ha existido ni durante
el fuero personal, como lo acredita el inciso 4º.,
artículo 184 del Código de Enjuiciamientos Civil.
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Para juzgar de esta cuestión con la altura
que los grandes intereses nacionales reclaman,
debe atenderse al desarrollo que en el orden cons-
titucional hemos seguido. Desde el estatuto de
San Martín al 60 se advierte, en la serie de leyes
fundamentales, tendencia constante á mermar
los privilegios, que. por convenientes y justos
que sean, son siempre eclipses de la igualdad an—
te la ley. La inmunidad, atributo del cargo
mientras duraba, fué restringida al período par——
lamentario; otro tanto sucedió con el fuero, y
desde el 56, cuando se suprimieron los jueces del
Congr,eso y aunque sólo en 68 vmo ádarse ¡a
ley consecuencia de la supresión, tal_esjueces no
han ejercido su autoridad anómala,1mpropía de
la separación y limitación de los poderes. VE.
no está llamado á iniciar el movimiento r*et16-
gado, con mengua de las libertades públicas,
cont*aríando esa tendencia, genuinamentena-
cional, revelada en el orden institucional que ha
scguidu. lil Iºisc:xl infr:l..<v1'itu_ cíud…hum antes
que n1:¡;¿íst1*:ulo, cs¡¡c1':1 que la S;ll:t <1(—f S<¡uuud:1.
Instzmcizl tomará en considcr:wión estas breves
rc11ccciones, complemento de sus :l]cg:¡t05 unto-
riores, para declarar la incompetencia de 111
Excma. Corte, en actos que no son consecuencia
del servicio público.

Lima, 11 dejunio de 1908.

TORRE GONZÁLEZ.
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DICTAMEN PEDIDO POR LA SALA DE SEGUNDA INSTANCIA

PARA RESOLVER EL RECURSO DE QUEJA.

Excmo. Señor:

Con motivo del auto de avocamíento expe-
dido por la Sala Privativa de P¡imera Inst_ancia
de esta Excma. C01te, pena conocer delJuicio
militar instaurado contra los honorables repre-
sentantesá Congreso don Enrique Coronel Zega—
rra, don José Carlos Bernales, doctor don A1—
fredo del Valle y doctor don Mariano Lino Cor-
nejo, que en copia corre á fnjas 1.2, el jefe de Zo-
na que lo estaba instruycndo ha promovido
competencia ¡¡ dicha Sala; y ésta, previa la sus—
tanciación legal cm're5pondicnte, ha aceptado
la contienda y ordenado se remita lo actuado á
la sala respectiva. De este auto han apelado el
señor Fiscal doctor La Torre Gonzáles y los ho-
no 'ablcs representantes nombrados; recursos
que ¡a Primera Sala ha denegado, por las proví-
dencias copiadas & fojas 55 vuelta v fojas 57,
fundando, la primera de éstas. en que el apel_a—
do se contrae al punto previo de la competencia
que debe dirimi1 esta C()1tc, y la segunda, en
que los recurrentes 110 son parte en el incidente
de competencia; y no conformándosc éstos con
tal dcnegatoriu, vienen de queja ante VE., con
las c0pías que ellos y el señor Fiscal La Torre
González han tenido si bien solicitar.

Los miembros del Congreso apelantes están
sometidos aljuicio en que ha incidido la cues-
tión jurisdiccional pendiente: son ellos los que
ocurrieroná esta Excma. Corte, pidiéndole se
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avocara su conocimiento y tienen en él, por con-
siguiente, el interés de todo aquel que es parte
legítima en un juicio; el mismo, sin duda, que
ha tenido y tiene el Ministerio Fiscal, en repre-
sentación de la sociedad y de la ley, para hacer
uso de lºs recursos que ésta le franquea.

Pero no es desde el punto de vista de la per-
sonería—que á todos les asiste por ígual—como
debe ser coñsiderado este asanto, sino bajo el de
la naturaleza y objeto del auto apelado.

Aceptada la competencia promovida entre
dos autoridades para conocer de determinado
juicio, queda de hecho y de derecho remitida la
resolución correspondiente al tribunal que debe
dirímirla; y por eso el primer deber de losjueces
contendientes, desde que tal situación se produ-
ce, es enviar á ese tribunal lo que cada cual hu-
biere actuado, para que proceda con entero co-
nocimiento de los antecedentes del asunto.

Si, en tésis general, fuera permitido alzarse
contra el auto que acepta …… 00111pctencía, la
absolución del grado implicaría Ia decisión de la
contienda, porque sería imposible resolver si la
competencia ha sido lega] () ilegalmente abierta,
legal 6 ilegalmenteaceptada, sin prejuzgarso-
bre la competencia misma, 6 sea sobre la auto-
ridad en quien reside la facultad de administrar
justicia. en el caso de que se trata. '

Esta implicancia sería, además, ocasionada,
entre otros inconvenientes, á resoluciones de ín-
dole diversa y aún contradictoria, si uno fuera
el tribunal que conociera de la apelación y á
otro correspondiera dirimir la competencia; co-
mo sucede cuando ésta se entabla entre jueces
de primera instancia pertenecientes á distritos
judiciales de diferentes cortes superiores, pues,
de las apelaciones conocerían éstas, y la compe-
tencia no podría ser dirimida sino por VE.; si-
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tuación que también podría presentarse en¡e]
caso actual; dada la ('Specííl] manera como se
organiza la Excma. Corte Suprema. según que
ejerzajurisdicción ordinaria ó privativa. confor-
me, 51 las leyes vigentes.

Las conside ':¡cíoncs lígcrmnente expuestas
-—que no dicen relación con lo fundamental de la
competencia, de que no es oportuno tratar por
ahora—bastzm á demostrar que no son apela—
bles, en ningún efecto, 105 autos que aceptan
competencias, y que ha sido, por tanto, bien de-
negada, por la Primera Sala, la alzada ante ella

interpuesta.
Puede VE., en consecuencia, declarar infun-

dada la presente queja, salvo mejor acuerdo.

Lima, 16 de julio de 1908.

BARRETO.

RESOI.I'CIÓN DE LA SALA DIC SEGUNDA INSTANCIA

IH'IC1.AR.KNI)() lºl'Nl)Al).& I.Á Ql'l€_].x.

Linm, 17 dcjulio de 1908.

Autos y vistos; con lo expuesto por 01 señor
Fís “al. y atendiendo á la natu "¿1167.21 dc] ¡tuto
apelado: revocar(m el dcncgatorío de la apela-
ción, la que admitieron en ambos efectos. decla-
rando, en consecuencia, fundada la queja; _v pa.
':1 sustancíz¡r _v resolver dicha apelación man-
daron sc traigan los autos principales, ¡1 los que
se agregará este cuaderno.

León.——1:1g'111lg'11r011.—();zrcízz.—.—lrlm_vz;z.
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CertiñCo que el voto del señor Eguiguren es
porque se declare infundada la queja,por los fun-
damentos del dictamen del señor Fiscal y en
atención, además, á que—es á la Excma. Corte-
Suprema, ejerciendo sus atribuciones ordinarias,
á la que corresponde resolver acerca de la con-
tienda de competencia suscitada y de las diver-
sas cuestiones relacionadas con el punto prínci—
pal que se ventila.

Certíñco, igualmente, que los fundamentos
del voto del señor García, son los siguientes:
con lo expuesto por el señor Fiscal en Su prece—
dente dictamen y considerando: que el auto de
2 de junio último y Que corre á fojas 12 vuelta
de estas copias, por el cual la Primera Sala Prí-
vatíva se avocó el conocimiento deljuícío en que
incide esta queja, se notíñcó á fojas 12 vuelta
al señor Fiscal, que no apeló de él; y que en los
seis primeros considerandos del auto que tam—
tnmbíén corre en copia á fojas 54: con fecha 6
del actual se 1cíuc¡zzm las alegaciones que mo—
tinon dicho avo:unicnto v al concluir acep-
tando la competencia se 1csuclvc cont¡(¡ csc au-
to ínobjct:ldo, rcvocáudolo por contrario ím-
perío.

Certíñco, así mismo, que los fundamentos
del voto del señor Arbayza fueron los siguien-
tes: que por ser comp1eju la naturaleza del ape-
lado debe considerarse no sólo desde uno de Sus
puntos de vista, sino en su total comprensión:
que en todo caso la suerte de la contienda de
competencia dependería necesariamente del mo— _
_do como él defina en revisión el punto previo ?
de la ínsubsístencia que ha sido plopuesto, ven—
tilado y resuelto en la primera instancia: que, —'
en consecuencia, no hay por que temer que con '
motivo de la prosecución de esta segundains—
tancia se suscite el conñícto de resoluciones con—
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tradíctorias; y que no existe disposición legal
que autorice para proceder en otro sentido que
el ¡mntualízado en los artículos 140 y 1675 de—
los códigos procesales.

César de Cárdenas.

Pedidos los autos para resolver la cuestión
principal y hallándose éstos en la Segunda Sala
de la Excma. Corte Suprema por habérsele remi-
tido para que dirimíera la competencia, dicha
Sala acordó (por mayoría) enviarlos á la Priva—
tiva de Segunda Instancia, junto con los actua-
dos ante la Zona, que fueron elevados por ésta
en cumplimiento del auto de 6 dejulio.

DICTAMEN PEDIDO POR LA SALA DE SEGUNDA INSTANCIA

PARA RESOLVER LA APELACIÓN, POR HABERSE DE'

CLARADO FUNDADA LA QUEJA.

Excmo. Señor:

VE. ha admitido la apelación del auto de 6
del presente, corriente á fojas 59, que contiene
dos partes: una, que declara sin lugar la ínsub-
sistencía del de fojas 6, pedida por el señor Fiscal
doctor La Torre González; y otra, que acepta
la competencia promovida por el Jefe de Zona y'
manda remitir lo actuado á la Sala respectiva,
para su dírímencia. De uno de esos extremos
apeló el mencionado señor Fiscal: del otro, los-
honorables representantes enjuiciados.
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, Es dudoso sí VE. ha concedido la alzada de
una sola de dichas partes 6 de ambas. La de-
negatoría de la apelación de] señor Fiscal quedó
ejecutoriada. Los únicos quejosos fueron los re—
presentantes, y es claro que no se quejaron de
que se hubiese repelído una apelación que no in—
terpusieron, referentea la. parte del auto que les
favorecía. Pero el auto de VB. es genérico. Como
es breve en sus fundamentos, lo es en su parte re-
solutiva. Por razón dela naturaleza del apelado,
concede la apelación en ambos efectos. No espe-
cía]ízando la parte á que se contrae la admisión,
no excluye á ninguna, de donde podría inferirse
que una y otra apelación han sido aceptadas;
y esta deducción la. corrobora el fundamento
adicional del voto del señor Arbayza, según el
cual “la suerte de la contienda dependedel modo
como se defina, en revisión, el punto prévío de
la insubsístencía, que ha sido propuesto, venti—
lado y resuelto en primera instancia”;y no hay
0t1() punto de insubsistcncía que hay1 corrido
esta suerte que el iniciado por el señor La Torre
González.

La alzada parece, pues, versar sobre todo el
auto expedido por la Sala Privativa de Primera
Instancia; y para el caso de que así fuese, el Fiscal
pasa á contraerse á él, íntegramente.

La solicitud de ínsubsistencia se funda, en
sustancia, en que la referida Sala Prívatíva no
ha debido avocarse el conocimiento deljuícío mi—
litar instaurado contralos representan tesá Con-
greso, porcuanto la 1mputac¡on no es pordelitos
cometidos por dichos representantes en ejercicio
de sus funciones, como lo prescribe el artículo 64—
de la. Constitución.
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Es verdad que esta ley fundamental dispone
que corresponde á la Cámara de Diputados acu-
sar ante el Senado á los ¡miembros de ambas
Cámaras, por infracciones de la Constitución y
por todo delito cometido en el ejercicio de sus
funciones, al que, según las leyes, deba imponerse
pena corporal añictíva; y á la de Senadores, de-
c]arar sí ha 6 no lugar 51 formación de causa, 51
consecuencia de las acusaciones hechas por la
Cámara de Diputados; quedando el acusado, en
el prímercaso,suspenso del ejerciciode su empleo
y sujeto á juicio según ¡a ley.

Pero la ley número 273, de 27 de octubre de
1906. estatuye que conespondea la COIte Supre-
ma conoce1 01í'rinariamentc en las causas sujetas
al fuero de gue1ra, que se sigan contra los sena-
dores y diputados. No subordina lacompetencía
de este alto Tribunal á la condición de que los
encausados delincan en el desempeño de sus atri-
buciones, sino exclusivamente á la naturaleza
del delito; de manera que, cuando al represen—
ta¡_1te á Congreso se le imputa un delito de cual-
quiera naturaleza, perpetrado en ejercicio de sus
funciones, debe serjuz<radoporlaC01te Supxema
con arreglo á la Constitución; y cuando el delito
que se le atribuye es militar, háyalo ó no come-
tido en ejercicio de sus funciones representativas
debe de ser juzgado igualmente por la referida
Corte, conformcá la ley especial antes citada. En
el caso de que se trata, Ia causa se halla eviden-
temente, sujeta al fuero de guerra, y no es dudo-
so por gonsiguíentc, que el auto cuyaínsubsísten-
cía se solicita echa expedido con sujeción á laley.

Procedíendo de esta manera, no se infringe
absolutamente la Constitución, porque ésta no
contiene al respecto una ley prohibitíva, sino
una ley general, contra la cual no pugna la ley
especial posterior.
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Pero se arguye que, conforme al párrafo 2º
del artículo 2.º de la ley número 273, en la pro-
secución de esos juicios por delitos militares de
que originariamentedebe conocer la Corte Supre-
ma, se observarán los trámites que corresponden
á los que se siguen contra los altos funcionarios
del Estado por delitos oficiales, con aplicación de
las penas señaladas en el Código de Justicia Mili-
tar, yque por tanto, en el supuesto de que se halle
expedita la jurisdicción de la Corte Suprema, de-
be preceder aljuzgamiento, el llamado juicio po-
lítico, ó sea la acusación y la declaración de haber
lugar á formación de causa, hechas por una y
otra Cámara.

El raciocinio es seductor, pero equivocado,
y el error proviene de la asimilación ó confusión
que se hace de situaciones de derecho diferentes.

Ya Se ha expuesto _que la jurisdicción espe—
cial de la Corte Suprema se funda, tratándose de
los delitos militares, en su propia natura1eza y
no en la_ época 6 circunstancias en que se come-
tcn; y si pa… la111iciación del juicio lmbiexa dc
exigi1se como condición pxévia, el voto político de
las Cámwas Legislativas, de que se ha hecho le-
ferencia, el delito cometido durante el receso del
Congreso, 6 quedaría1mpune, ó daría fatalmen-
te lugar'a un juicio para el cual no habríajuez.

Las leyes claras no han menester de inter-
pretación; y las que la requieren, no pueden ser
interpretadas sino racionalmente.

Y adviértase que no se trata de una excep-
ción odiosa dictada únicamente en favor de los
representantes á Congreso, pues, lajurisdicción
especial de la Corte Suprema por delitos milita—
res se halla expedita para juzgar no sólo á ellos
y álos demás funcionarios indicados en el ar-
tícu10 64 de la Constitución, sino al Arzobispo,
obispos y agentes diplomáticos del Perú en el ex—
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traniero ¿¡ quienes no se reñere la Carta Funda-
mental, ni el capítu103º. de la ley de responsa—
bilidad de 28 de setiembre de 1868.

La Constitución dispone que podrán estable-
cerse leyes especiales, porque lo requieran la na-
turaleza de los objetos, pero no por sólo la dife—
¡encia dcapersonas, precepto que no condena lo
estatuído por la leynúmero 273. El fuero civil de
los representantes á Congreso ha sido abolido.

La ley especial aludida atiende no ¿¡ la dife—
rencia de personas, sino a la naturaleza de las
acciones; y su no se la estima igualitaria; sí no
traduce las fecundas proycccíones de la corríen-
te de civilización y de progreso de la hora ac—
tual; sí no consulta acaso las indicaciones de la
ciencia; consideraciones son éstas que han debido
estudiarse al expedírla, pero que no bastan ádes-
conocerla, ni excusarían absolutamente su incum-
plimiento.

La segunda parte del apelado se refiere á la
cuestión de competencia promovida por la Zona
Militar.

La ley número 272 se dió paraascntar á este
respecto la legislación militar sobre las mismas
bases de la civil. “Considenndo:—dícc literal-
—mente esa lcy——quc siendo lajurisdicción privati-
va una excepción de la ordinaria, conviene man—
tenen en todo caso el principio consignado en los
artículos 390 y 394 del Código de Enjuiciamien-
tos Civil por los cuales corresponde á los tribu-
nales ordinarios resolver las contiendas de com-
petencia que ocurran con los tribunales privati—
vos, aún cuando éstos sean de lajurisdiccíón mí-
lítar” '“que esíndíspensablc conservar el prín-
vcípío de la unidad del Poder Judicial, recono—
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ciendo en la Corte Suprema, como el más alto
Tribunal en el orden gerárquíco, la facultad de
deñnír en último 'grado lajurísdiccíón que corres-
ponde á los diversos tribunales de la Repúbli—
a, ' dispone que las contiendas de competencia

entre la jurisdicción ordinaria y la de guerra se
decidirán por la corte superior, á cuyo distrito
correspondan los jueces ó tribunales entre quie-
nes ocurran, y que si éstos no correspondieran
al distrito de la misma corte superior, 6 si uno
de los contendientes fuere el Consejo de Oficiales
Generales, la competéncía será resuelta por la.
Corte Suprema. Evidentemente, la contienda,
que no es una abstracción, sino un hecho, y un
hecho sobreviníente al auto de fojas 6. ha surgi-
do entre autoridades judiciales que no corres-
ponden á una misma corte superior y, por con-
siguiente, es claro que, conforme á esa ley, debe
de ser dirímída por la Corte Suprema.

Pero Corte Suprema, se dirá, es la Sala Prí-
vativa de Primera Instancia, la Sala Privatix&
de chundztlnstancia y las Salas ordinarias; yes
inc…1ir en un pmalogismo el sostcnc¡ y pretende
que la misma Cmtc Sup10ma á quien se entabla
una competencia la dirima.

No. Lajurisdícción de la Corte Suprema es
Ordinaria y especial 6 privativa. La ordinaria
se ejerce por las dos salas compuestas, cada una
de cmco vocales de la misma Corte, que se orga—
nizan, á elección del Presidente, el día de apertu-
ra del año judicial; y á la segunda de esas salas
corresponde conocer, tanto de los recursos de
nulidad de que se ocupan el artículo 3º de la ley
de 5 de noviembre de 1897 y la ley de 27 de oc-
tubre de 1898, como d_e las competencias. La
privativa se ejerce en primera y segunda ínstan— .
cía por salas compuestas de vocales de esa Cor-
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te y de la Superior de Lima, y ¡a de nulidad por
sólo vocales del primero de dichos tribunales; y»
esto se debe á que no hay dentro del personal
propio de la Corte Suprema elementos suficien—
tes para formar tres salas.

Cuando la ley número 272 dispone que la
Corte Suprema diríma las competencias surgí—
das entre autoridades judiciales que no corres—
pondan al distrito de una misma corte supe-
rior, se entiende, pues que tal atribución ha de
cie¡cerle_t por medio de la Segunda Sala ordina-
1ía de cinco vocales de su seno, confo¡me á la ley
común: bajo la ficción legal, perfectamente ad—
misible, de que la entidad es diferente de las au-
toridades contendientes; como son distintas las
salas privativas de primera y segunda instan-
cia que funcionan dentro de la misma Corte,
una de las cuales revisa, sin embargo, los actos
de la otra.

VE. se encuentra, pues, en presencia de este
hecho: existe una competencia aceptada por ¡a
Sala Prívatíva de P|ímera Instancia, que debe
dírimírla Segunda Sala oxdínar1a á lacual se 1e-
mitieron para ese efecto los autos principa1ers y á
la cual ha tenido VE. que ocurrir pal que se los
en me, con el exclusivo objeto de absol ver el grad 0.

Alguna diferencia de opiniones surgió entre
los miembros de diLha Sala respectoáala oportu-
nidad en que deberían remitirse los autos á V E.,
esto es, sobre sí á la remisión debía ó no prece-
der la dirímencía. La mayoría optó por el se—
gundo ext¡emo, pero sin desprenderse, por Su-
puesto, de la facultad y de la obligación que tie—
ne de Ljercer aquella atribución.

Ahoxa bien, respecto áesta pmte del apela1do
en que la Pr1mera Sala Privativaaacepta 11 com-
pete_ncia VE. no puede legalmente pronunciarse
en ningún sentido. La autoridad de VB. es idén-
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tica á la de una corte superior á quien se remi-
tiese en apelación un auto expedido por un juez
de primera instancia. aceptando la competencia
que debiera dirimir la Corte Suprema.

Lajurisprudencia delos tribunales, en todos
los casos de que el Fiscal tiene noticia, sin excep-
tuar á uno solo, ha establecido que autos de esa
naturaleza no son revisables, en esa parte; y
cuando losjueces de primera instancia han con—
cedido apelación de ellos, los tribunales reviso-
res han declarado insubsistente el admisorio de
la alzada.

Ya el Fiscal, en su anterior dictamen, ha fun-
dado su doctrina sobre el particular, y no es ne-
cesario que insista sobre este punto.

Se aduce, sin embargo, que el Jefe de Zona
carece de autoridad para promover competencia
á la Primera Sala Privativa 6 él la Corte Suprema
cuando funciona en esa forma, y que además, la
ha suscitado cuando se hallaba consentido por
el señor Fiscal el auto de avocamientn. E1_Ícfc de
Zona, por su parte, a1cga, en apoyo de su proce-
dimiento, las leyes militares, especialmente el
artículo 85") del Código de justicia Militar, se—
gún el cual sólo el extinguido Consejo Supremo
de Guerra y Marina y las autoridades judiciales
de los ejércitos 6 zonas podrán promover y sos-
tener competencias. Pero ninguna de estas con—
sideraciones puede ser apreciada por VB,, p1eci-
samente porque VE. no puede conocer de la con-
tienda misma, sin violar el artículo 129 de la
Constitución del Estado y crean un conflictom-
soluble, que es deber del Fiscal prevenir y que
VE., en su reconocida experiencia, no ha de pro—
vocar, seguramente.

No hay motivo para perder un solo mo-
mento la serenidad con que deben tratarse estos
asuntos.
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La única parte revisable del apelado en lo
relativo á la competencia, sería aquella por la
cual la Primera Sala manda remitir lo actuado
á la Segunda Sala ordinaria. No hay inconve-
niente en que VE. conozca de ella y la confirme,
una vez que la alzada ha sido concedida; pero la
-en que se acepta dicha competencia, es intangi—
ble para VE., como lo es para el Fiscal, defensor
nato de lajurisdícción ordinaria, quien, además,
no ha de ínsínuar á VE. que haga ó deje de ha—
cer sino aquello que él practicaría ú omítíría si
ocupara. el lugar de VB.

Las cuestiones de competencia constituyen
una excepción del modo de proceder en los asun-
tos sometidos á la autoridad de losjueces. Las
excepciones deju¡ísdíccíón ylos artículos de pre-
vio y especial pronunciamiento se reSuelven por
eljuez ante quien se interponen ydan lu(rar á
apelación y recurso de nulidad, según los casos.
Las contiendas de competencia se promueven,
se aceptan y se dírimen, pero no provocan los
enunciados recursos ordinario y extraordinario,
porque se duplicaría el procedimiento inútilmen-
te, con perjuicio de los mismos interesados en el
juicio, ya sea éste civil 6 criminal.

En conclusión, el Fiscal es de sentir que pue-
de VB. confirmar el auto de primera instancia,
en cuanto declara ínfundado el artículo de in-
subsistencía, sí la mente de VB. ha sido exten-
der la apelación á este punto, y confirmarlo,
igualmente, en cuanto manda remitir 10 actua—
do á la Segunda Sala ordinaria, para que se sír—
va dirimir la competencia, salvo en todo el me-
jor y más ilustrado acuerdo de VB.

Lima, 24— de julio de 1908.
BARRETO.
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RESOLUCION DE LA SALA PRIVATIVA DE SEGUNDA

INSTANCIA.

Lima, 25 dejulio de 1908.

Autos y vistos; con lo expuesto por el señor
Fiscal y atendiendo: á que en el presen te caso es de
extrictaaplicación el artículo 356 del Código de
Justicia Militar;y á que por consiguiente es incues-
tionable que lacontiendadecompetencia no pro-
cede, cualquiera que sea el concepto legal bajo el
cual se la considere, ya en su esencia ya en su a-
daptación, va en la modalidad yforma con que se
ha producido; revocaron el auto de fojas 59, su
fecha 6 del mes y año corriente, en la parte ape-
lada, por la que se manda remitir los autos ¿1 la
Excma. Corte Suprema para que dirima la com-
pétcncía cntablada: mandaron llevar adelante el
auto de fojas 6, su fecha 2 de junio último, 51 f…
de que la Sala Prívativade Primera Instancia de
este Supremo Tribunal, ejerza sus atribuciones
legales; y los devolvieron.

Leon.—Eguíguren.—García.—Arbayza.

Certiñco: que el voto del señor Vocal doctor
Eguiguren fué porque declarada fundadala queja
.y admitida la apelación en ambos efectos, Se en-
cuentra obligado á resolver sobre lo príncipa]; y
en tal virtud, y de conformidad con 10 opinado

_ por el señor Fiscal, está por la conñrmatoría del
auto de fojas 59, Su fecha 6 del corriente mes, en
la parte apelada,'por la que se ordena elevar los
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de la materia á la Excma. Corte Suprema, á fm
de que se dírima por la Sala que corresponde, la
competencia entablada.

Certíñc0, igualmente, que los fundamentos
del voto del señor Vocal doctor García son
los siguientesz—Autos y vistos; con lo expues-
to por el señor Fiscal, y considerando: que el
auto avocatorio de fojas 6, ha quedado con-
sentido; que conforme al artículo 356 del Códi-
go de justicia Militar, la orden dada en el mis-
mo auto al jefe de Zona por la Primera Sala
Privatív' la Excma. Corte Su—
prema, que también ha reemplazado en este
punto al Consejo Supremo de Guerra—para que
le remitiera los antecedentes no pudo ser legal-
mente discutida ni desacatada por dicho Jefe,
por 10 que al aceptar después la competencia ín-
debídamente pl01110vída,el auto de 6 del presen-
te con tradíce al de 2 de junio último y deroga la
potestadjurísdíccíonal plena de la Sala que 10
pronunció, según se ve de] artículo 18 del Regla-
mento de Tribunales y del aCuerd0 que con fecha
2 dejunio de 1905 celebró la referida Corte; que
siendo esto así, ); debiendohaberseobedecído tal
mandato por el Jefe de Zona, éste, como funcio-
nario inferior-y nojuez deprimerainstancia, por
cuanto su principal personalidad juzgadora en
esta instancia, ó sea]a de decretar el sobresei-
miento ó la elevación á proceso de la instruc-
ción, se completa con la del juez instructor, que
se encarga de ésta y con la del Consejo de Gue-
rra, que absuelve ó condena al acusado, ó se
reune parajuzgar él 8010 al inculpado, según Su
categoría en los casos del artículo 65 del mismo
Código—debió inhíbírsc en el acto, sin alegación
a1guna y no pretender colocarse en condiciones
jurisdiccionales que no tiene por ley; desde que
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ésta no se las ha determinado, como se ve en
los artículos 1º, 2º y 4º, de laley reformado-
ra número 272 y en el inciso 3.º del artículo 51
del acotado, para intentar promover la titula-
da competencia de fojas 9, máxime cuando su
Superior, el mismo Consejo de Oficiales Gene—
rales, al saber ese avocamíento no pretendió ob-
jetzulo; que el enunciado Jefe tampoco t1ene atr1-
bucíones de Corte Superior ni aún bajo el am-
paro de su categoría 6 del mayor supuesto ex-
tra legal; que todo esto se evidencia, aún más, al
tener presente que el Jefe de la Zona no estaba
juzgando á los acusados en el momento de ale-
gar su competencia, así como que á ella y ante
él, no se había acogido eljuez instructor ni na-
die; que competencia es la facultad de unjuez ó
tribunal para intervenir y conocer de un asunto
dado, preliminarmente señalado en su caso por
la ley respectiva; y competente es el juez ó tribu—
nal que tiene ese poder parajuzgar dicho asun—
to; que si losjueccs tienen la facultad que seña-
la el artículo 30 del Código de Enjuiciamientos
Civil, en su LL“. inciso, tienen también la obliga-
ción p1'cccptuada en el inciso 119 del artículo 40
del mismo; que las disposiciones aquí rememo-
radas son todas expresión conminatoria de la
ley, cuyo cumplimiento es melud1ble, por cuan-
to ésta ampara á todo derecho vulnerado con
formaso distingos que ella no establece y que
son nulos1psojure, como opuestos á sus precep—
tos claros, con_cretos y terminantes y como con—
tra1ios á su mismo imperio, mientras ella exis-
te; que de consiguiente la ilícitamente llamada
competencia no es tal, y es inadmisible, porque
no puede dírímírseo fenecerse lo que no existe;
y que pm lo expuesto, subsisten en toda su fuer-
za los efectos del auto de 2 de junio y deben lle—
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varse adelante: por estas raZones: mi voto es
porqúe se revoque el auto del 6 del actual, co—
rriente á fojas 59, en cuanto á la parte apelada;
y porque se mande que la Primera Sala Privati-
va, continúe conociendo de la presente causa se-
gún ley, conforme al indicado auto de 2 de junio
próximo pasado.

Así mismo certifico: que el señor Vocal doc-
tor Arbayza estuvo también porque se tome
previamente en consideración el punto de la in-
subsistencia.

César de Cárdenas.

Cuaderno Nº. 7.—Año 1908.


